Acción de tutela segunda instancia 
Radicación: 66001 31 09 004 2018 00093 01

Accionante: Clemencia Giraldo Velasco Vs. Min. Educación y otros 
Asunto: Confirma decisión

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / RECONOCIMIENTO PENSIONAL / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA PARA ORDENARLO POR SUBSIDIARIEDAD.
Frente al tema de la procedencia de la acción de tutela debe decirse que en la jurisprudencia de la Corte Constitucional se han identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i)
Existencia de otro medio de defensa judicial. 

ii)
Existencia del Habeas Corpus. 

iii)
Protección de derechos colectivos. 

iv)
Casos de daño consumado. 

v)
Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto. 

vi)
 A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez; la tutela contra sentencias de tutela y la tutela temeraria.

La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela. (…)
“…13.- Así pues, la excepcionalidad de la acción de tutela como medio judicial idóneo para lograr el reconocimiento de la pensión o atacar los actos que la reconocen, tiene como premisa de partida la improcedencia prima facie de este medio para dicho fin. La Corte “ha reiterado especialmente que en este tipo de controversias relacionadas con la seguridad social, el ordenamiento jurídico ha diseñado los mecanismos judiciales y administrativos para ello. Particularmente, la jurisdicción laboral y la contencioso administrativa, según sea el caso, son los ámbitos propicios para desplegar integralmente estos debates”
.

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.png]



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA PENAL
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, quince (15) de febrero de dos mil diecinueve (2019)
Aprobado con Acta No.0141

Hora: 9:27 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación formulada por la señora Clemencia Giraldo Velasco, contra el fallo de tutela emitido el 12 de diciembre de 2018 por el Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por la misma en contra del Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio Fiduprevisora S.A. y la señora Alba Marina Serna de Santa por considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la seguridad social, mínimo vital  y vida digna.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Informó la señora Clemencia Giraldo Velasco que el Juzgado 1º de Familia de Pereira profirió sentencia dentro del proceso radicado al No. 600131100012017000800, por medio de la cual declaró que entre ella y la señora María Adiela Santa Serna existió una unión marital de hecho, la cual inició el 1º de noviembre de 1974 hasta el 23 de octubre de 2016, fecha última en la que se produjo el fallecimiento de la señora Santa Serna, así mismo, se declaró que entre las mismas existió un sociedad patrimonial. Dicha sentencia fue apelada por la parte demandante; sin embargo, consideró que debe tenerse en cuenta  que ya existe una “apariencia de buen derecho (fumus boni iure)” con los que fundamenta su petición en esta acción constitucional.
Indicó que la señora María Adiela Santa Serna fungía como profesora, quien con su salario se encargaba de todos los gastos del hogar, por lo que la actora dependía económicamente de su compañera por más de 40 años.

Mencionó que los bienes que tenían en común estaban a nombre de la señora Santa Serna, pero a raíz de los problemas con los familiares de ésta, decidió entregárselos a ellos hasta tanto se dirima la controversia judicial de la sociedad patrimonial, por lo que ahora la actora, de 68 años de edad, sin opciones de vincularse laboralmente, está viviendo de la caridad de familiares y amigos.

Señaló la extinta CAJANAL le concedió a la señora María Adiela Santa Serna la pensión de jubilación de gracia, por lo que la accionante solicitó el 12 de diciembre de 2017 al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes. Al respecto, recibió del Secretario de Educación Municipal una respuesta en la que se le indico que tal pensión fue otorgada la señora Alba Marina Serna Santa, madre de su compañera, por cuanto era ella quien aparecía como beneficiaria en salud ante COSMITET.  Por lo tanto, interpuso una acción de tutela en contra del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la Fiduprevisora S.A., la cual fue negada con fundamento en que para esa época la unión marital con la señora Santa Serna no podía probarse con simple declaraciones.

Consideró que en el trámite pensional no existen dos personas en iguales circunstancias reclamando un mismo derecho, toda vez que la ley reconoce a la compañera permanente en primer lugar, excluyendo el derecho a la madre, la cual se encuentra en el tercer orden.  De tal manera, que las entidades accionadas interpretaron de manera errónea los artículos 47 y 74 de la Ley 100 de 1993 con relación al orden de los beneficiarios de la pensión de sobrevivientes, así como los precedentes jurisprudenciales sobre la igualdad en relación con los cónyuges y compañeros permanentes supérstites en condiciones análogas.
2.2.   La actora en el acápite de pretensiones, solicitó: i) conceder la tutela de los derechos fundamentales al mínimo vital, vida digna, seguridad social; ii) ordenar al Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la Fiduprevisora S.A. que reconozca la pensión de sobrevivientes en calidad de compañera permanente supérstite y iii) una vez se cumpla lo anterior, se ordene el pago de la pensión de conformidad con el monto que le corresponda en los términos de la ley aplicable, así como el retroactivo desde el 23 de octubre de 2016, fecha del fallecimiento de la causante.  Subsidiariamente, solicitó que se ordene al Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la Fiduprevisora S.A. suspender el pago de la pensión a favor de la señora Alba Marina Serna Santa, con el fin de que no se configure un enriquecimiento a favor de esta y en contra de la actora un perjuicio irremediable (Fls. 1-11).

2.3. Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 12-23).
3. RESPUESTA A LA DEMANDA

3.1. SEÑORA ALBA MARINA SERNA DE SANTA (mediante apoderada)
Se refirió a cada uno de los hechos de la demanda para concluir que sin bien era cierto que se declaró en primea instancia la existencia de una unión marital de hecho entre las señoras María Adiela Santa Serna y Clemencia Giraldo Velasco  por ehl Juzgado 1º de Familia de Pereira, también lo es que esa decisión fue apelada, la cual quedó radicada en la Sala Civil- Familia del Tribunal Superior de Pereira, por lo que no se encuentra en firme.

Aceptó que su hija vivió con la accionante muchos años “bajo el mismo techo pero no lecho”, lo que no significa que las mismas hubieran tenido una relación de compañeras permanentes, pues tal situación nunca se evidenció, además, señaló que la actora se hizo pasar como una prima de la de la fallecida, de la cual no dependía económicamente.
Refirió que luego del fallecimiento de su hija, la actora sustrajo sin consultar el ajuar doméstico,  incluyendo valores que no le correspondían y un vehículo automotor y que los bienes estaban era a nombre de su hija, conseguidos con el fruto de sus ahorros de las labores que desempeñaba.

Mencionó que la accionante había hecho constar en una escritura pública sobre la venta de un bien inmueble que era soltera y sin unión marital de hecho.

Indicó que siempre dependió económicamente de su hija, quien la tenía afiliada como beneficiaria en el sistema de seguridad social en salud en COSMITET, y por esa razón le fue reconocida la pensión de sobrevivientes que ahora reclama por esta vía, mientras que la actora está afiliada a la EPS SURA.

Se opuso a cada una de las pretensiones de la demanda (Fls. 27-37)

Allegó copia de los documentos que sustentan su respuesta (Fls. 38-69).

3.2. FIDUPREVISORA S.A 

Hizo referencia a la naturaleza jurídica de esa entidad en calidad de administradora del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, por lo que el reconocimiento de las prestaciones sociales de los docentes corresponde a las Secretarías de Educación de los entes territoriales. 

Solicitó que se declare la improcedencia de la presente acción de tutela por cuanto no es el mecanismo para reclamar derechos pensionales.  Así mismo, solicitó que se desvincule a esa dependencia de este trámite constitucional ante la ausencia de vulneración de las garantías fundamentales de la actora (Fls. 71-74).

3.3. MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL

Relacionó los objetivos y funciones de índole legal y constitucional de esa dependencia los cuales tienen la finalidad de lograr una educación con calidad, sin que en las mismas se contemplen lo relacionado con las solicitudes de la accionante.  Por lo tanto, solicitó que se desestimara la acción de tutela en relación con esa entidad (Fls. 75-78)
4.  DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 12 de diciembre de 2018, el Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira declaró improcedente el amparo constitucional de los derechos fundamentales invocados por la señora Clemencia Giraldo Velasco, por considerar que la misma cuenta con otro medio de defensa judicial, el cual se encuentra en trámite, para lograr la declaración de la unión marital de hecho necesaria para acceder a la prestación social reclamada (Fls. 79-82).

El 13 de diciembre de 2018 la señora Clemencia Giraldo Velasco fue notificada del contenido del fallo antes aludido al correo electrónico info@circulolegalabogados.com (Fl.84).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación al fallo de primera instancia, el 18 de diciembre de 2018, la actora allegó escrito mediante el cual usó los mismos argumentos, hechos y pretensiones que expuso en la demanda de tutela con el fin de solicitar que se revoque la sentencia y se le conceda el amparo invocado  (Fls. 85-100).

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.
6.2. Antes de entrar a tomar la decisión que corresponda, se hace necesario establecer si en este asunto se está en presencia de una temeridad de la acción de tutela
  por parte de la señora Clemencia Giraldo Velasco, toda vez que la misma ya había acudido al juez constitucional con el fin de que se ordenara a la UGPP que le reconociera la pensión de sobrevivientes, en atención a que la fallecida, señora María Adiela Santa Serna, había sido su compañera sentimental por más de 42 años y por eso le asistía tal derecho prestacional.  Dicha tutela correspondió conocerla, igualmente, en primera instancia al Juzgado 4º Penal del Circuito de esta ciudad, bajo el radicado No.660013109004201700032, despacho que declaró improcedente el amparo invocado. La señora Clemencia Giraldo Velasco impugnó el fallo  y esta Sala lo confirmó mediante sentencia del 2 de agosto de 2017 con ponencia del Magistrado Manuel Yarzagaray Bandera
.

De acuerdo a lo expuesto entre la primera acción y la que ahora se estudia, la Sala evidencia que si bien es cierto la pretensión de la señora Velasco es que se le conceda la pensión de sobrevivientes en calidad de compañera permanente de la señora María Adiela Santa Serna, también lo es que la actual demanda está dirigida en contra del Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio Fiduprevisora S.A. y la señora Alba Marina Serna de Santa no frente la UGPP. Además, para la fecha en que se decide este debate, existe un hecho nuevo como es el  pronunciamiento por parte del Juzgado 1º de Familia de Pereira del 2 de noviembre de 2018, cuando en sentencia de primera instancia declaró que entre las señoras Giraldo Velasco y María Adiela Santa Serna existió una unión marital de hecho y una sociedad patrimonial. 
Por tal razón, la Sala no encuentra que en el asunto concreto se esté frente a una actuación temeraria por parte de la señora  Clemencia Giraldo Velasco y en tal virtud, pasará a determinar si las entidades demandadas vulneraron o no los derechos fundamentales reclamados por la misma. 
6.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

6.6. La seguridad social como derecho constitucional fundamental y su protección por medio de la acción de tutela (SU-060 de 2010):
 “4.- La seguridad social se erige en nuestro ordenamiento jurídico como un derecho constitucional a cuyo cumplimiento se compromete el Estado, según se sigue de la lectura del artículo 48 superior, el cual prescribe lo siguiente: “Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social”[2].    La protección que le otorga el ordenamiento constitucional al derecho a la seguridad social se complementa y fortalece por lo dispuesto en el ámbito internacional pues son varios los instrumentos internacionales que reconocen el derecho de las personas a la seguridad social[3]. El artículo 16 de la Declaración Americana de los Derechos de la Persona afirma que: 

 “Artículo XVI. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de subsistencia”. 
De manera similar, el artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales prescribe:  

 “Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social. 1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes. (…)”
6.7. SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
6.7.5.  La señora Clemencia Giraldo Velasco, de 68 años de edad
, acudió al juez de tutela con el fin de que se ordenara al Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la Fiduprevisora S.A. que reconozca la pensión de sobrevivientes en calidad de compañera permanente supérstite de la señora María Adiela Santa Serna, y que el pago de la pensión sea conforme al monto que le corresponda en los términos de la ley aplicable, así como el retroactivo desde el 23 de octubre de 2016, fecha del fallecimiento de la causante. 
6.7.6.  De acuerdo con lo anterior, se observa que como lo que se encuentra comprometido es un derecho litigioso de naturaleza prestacional para solicitar el reconocimiento y pago de una pensión de sobrevivientes, existe un mecanismo ordinario en la jurisdicción laboral, lo que hace improcedente el amparo invocado, tal como lo ha reiterado la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia T- 158 de 2006 cuando señaló que la acción de tutela no es el medio principal para reclamar reconocimientos pensionales, ya que para esa clase de debates está la vía laboral y la contencioso administrativa, escenarios judiciales idóneos dispuestos para que allí los interesados presenten las pruebas necesarias tendientes a demostrar que les asisten los derechos que reclaman,  tal como lo indicó, así: 

“…13.- Así pues, la excepcionalidad de la acción de tutela como medio judicial idóneo para lograr el reconocimiento de la pensión o atacar los actos que la reconocen, tiene como premisa de partida la improcedencia prima facie de este medio para dicho fin. La Corte “ha reiterado especialmente que en este tipo de controversias relacionadas con la seguridad social, el ordenamiento jurídico ha diseñado los mecanismos judiciales y administrativos para ello
. Particularmente, la jurisdicción laboral y la contencioso administrativa, según sea el caso, son los ámbitos propicios para desplegar integralmente estos debates”
.
Así, la excepcionalidad se ha fundamentado entonces en las características especialísimas que se presentan en casos de erróneo reconocimiento o no reconocimiento de la pensión, en relación con otros derechos fundamentales. Ha dicho este Tribunal Constitucional que, “…dado que en las reclamaciones cuyo objeto de debate es una pensión de jubilación y quienes presentan la solicitud de amparo son, generalmente, personas de la tercera edad, debe  tomarse en consideración al momento de analizar la posible vulneración de derechos fundamentales, la especial protección constitucional que las comprende.”
  (Subrayas propias)

6.7.7. Así las cosas, la accionante cuenta con un mecanismo eficaz en la vía ordinaria para que se establezca si la misma tiene o no derecho a acceder a la pensión de sobrevivientes por causa del fallecimiento de la señora Maria Adiela Santa Serna, quien en vida fue su compañera sentimental, situación esta última fue decretada en la sentencia de primera instancia proferida por el Juzgado 1º de Familia de esta ciudad en el 2 de noviembre de 2018. Por lo tanto, el juez constitucional no puede inmiscuirse en tal terreno litigioso, salvo que se use como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse para evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley, ni presentarse de forma concurrente. Al respecto, la H. Corte Constitucional en sentencia T-629 de 2008 expresó: 

“[…] 4.2 Partiendo del principio de subsidiariedad que caracteriza a la acción de tutela, la procedencia de esta vía judicial excepcional está supeditada al agotamiento previo de las otras vías judiciales ordinarias con que cuente el interesado, y que sólo ante la inexistencia o inoperancia de esas vías judiciales, es posible acudir a la acción constitucional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

 “El sentido de la norma es el de subrayar el carácter supletorio del mecanismo, es decir, que la acción de tutela como mecanismo de protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales debe ser entendida como un instrumento integrado al ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar cuando dentro de los diversos medios que aquél ofrece para la realización de los derechos, no exista alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y objetivamente el que aparece vulnerado o es objeto de amenaza por virtud de una conducta positiva o negativa de una autoridad pública o de particulares en los casos señalados por la ley, a través de una valoración que siempre se hace en concreto, tomando en consideración las circunstancias del caso y la situación de la persona, eventualmente afectada con la acción u omisión. No puede existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o complementario, pues su carácter y esencia es ser único medio de protección que, al afectado en sus derechos fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico”.[...]” (Subrayas fuera del  texto original).

En ese contexto, la accionante cuenta con otro medio judicial para hacer valer sus garantías, pues se reitera, tal tipo de definiciones prestacionales pensionales corresponden  a la jurisdicción ordinaria y la actora no acreditó porqué dicha vía  de defensa de los que dispone no son eficientes para lograr la pronta protección de sus derechos fundamentales.  
6.7.8.    En este asunto específico, tampoco se encuentran demostrados los presupuestos para que la acción de tutela proceda como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, pese a que la accionante es una persona de 68 años de edad, ya que no logró probar dentro del expediente que concurran otras circunstancias que ameriten la intervención del juez de tutela como son un estado de indefensión, pues sólo se limitó a indicar que el no reconocimiento de la pensión afectaba su mínimo vital, sin aportar elementos materiales probatorios al respecto, pues no quedó plenamente establecido su dependencia económica de su compañera sentimental, máxime que todavía se encuentra en curso el proceso radicado al No.6600131100012017000800, por medio de la cual declaró que entre la actora y la señora María Adiela Santa Serna una unión marital de hecho y en el que se determinó que entre las mismas existió un sociedad patrimonial, por lo que la accionante deberá estar pendiente del resultado del tal trámite para proceder a exigir lo que considere necesario, siempre y cuando sea favorable a sus pretensiones. 
6.7.9. Por lo tanto, no puede prevalecer la acción constitucional ante la ausencia de una amenaza que se aprecie como claramente ilegítima para el ejercicio de los derechos fundamentales invocados por la actora. Así las cosas, la Sala reitera que el artículo 86 de la Constitución Política establece que la acción de tutela “sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”, tal como lo indicó  desde un inicio la Corte Constitucional en la Sentencia T-225/93 (MP. Vladimiro Naranjo Mesa), dijo lo siguiente: 
“En primer lugar, perjuicio debe ser inminente o próximo a suceder.  Este exige un considerable grado de certeza y suficientes elementos fácticos que así lo demuestren, tomando en cuenta, además, la causa del daño. En segundo lugar, el perjuicio ha de ser grave, es decir, que suponga un detrimento sobre un bien altamente significativo para la persona (moral o material), pero que sea susceptible de determinación jurídica. En tercer lugar, deben requerirse medidas urgentes para superar el daño, entendidas éstas desde una doble perspectiva: como una respuesta adecuada frente a la inminencia del perjuicio, y como respuesta que armonice con las particularidades del caso. Por último, las medidas de protección deben ser impostergables, esto es, que respondan a criterios de oportunidad y eficiencia a fin de evitar la consumación de un daño antijurídico irreparable”.
En ese orden de ideas, la Sala considera que la decisión tomada por el juzgado de primer nivel fue acertado, toda vez que la misma se ajustó a los lineamientos legales y jurisprudenciales que hacen referencia a la improcedencia de la acción de tutela por la existencia de mecanismos judiciales para debatir un litigio de índole pensional.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 12 de diciembre de 2018 por el Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira dentro de la acción de tutela interpuesta por la señora Clemencia Zapata de Marín en contra de del Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio Fiduprevisora S.A. y la señora Alba Marina Serna de Santa.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el 5medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

� T-904 de 2004


� artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 señala: “Artículo 38. Actuación temeraria. Cuando sin motivo expresamente justificado la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes…”. De acuerdo a la norma anterior, la Corte Constitucional indicó que “con lo dispuesto en el artículo 38 del Decreto 2591 se pretende evitar que los ciudadanos hagan un uso abusivo del derecho con la presentación de dos o más acciones dirigidas a la protección de derechos fundamentales basados en la misma situación fáctica, que además lesiona gravemente la prestación del servicio de la administración de justicia y cercena el derecho fundamental de otros ciudadanos para acceder a ésta, amén  de verse afectado el principio de lealtad procesal frente a la contraparte y la seguridad jurídica.


En tal sentido ha dicho esta Corporación que una actuación temeraria es “aquella que desconoce el principio de la buena fe, en tanto la persona asume una actitud indebida para satisfacer intereses individuales a toda costa y que expresa un abuso del derecho cuando deliberadamente y sin razón alguna se instaura nuevamente una acción de tutela”.� HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/T-169-11.htm" \l "_ftn19" \o "" �[19]�


En reiterada doctrina, la Corte ha sostenido que para la configuración de una actuación temeraria deben presentarse de forma concurrente los siguientes elementos:� HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/T-169-11.htm" \l "_ftn20" \o "" �[20]� i) identidad de partes, ii) identidad de causa petendi, iii) identidad de objeto y que se haya presentado nuevamente la tutela, iv) sin motivo expresamente justificado. Caso en el cual procede rechazar o declarar la improcedencia de la acción e imponer las sanciones correspondientes. 


� Folios 4 al 10 del cuaderno de segunda instancia 


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Fecha de nacimiento: 3 de octubre de 1950, cédula de ciudadanía, folio 12


� [Cita del aparte transcrito] Sobre el particular pueden verse las sentencias T-1316 de 2001, T-482 de 2001, T-977 de 2001, T-690 de 2001, T-256 de 2001, T-189 de 2001, T-163 de 2001, T-1116 de 2000, T-886 de 2000, T-612 de 2000, T-618 de 1999, T-325 de 1999, T-214 de 1999, T-718 de 1998, T-116 de 1998, T-009 de 1998, T.637 de 1997, T-456 de 1994 y T-426 de 1992. 


� T-904 de 2004


� T-904 de 2004. Ver también la sentencia T-076 de 2003: “Tratándose del reconocimiento o reliquidación de la pensión, la jurisprudencia viene considerando que, bajo condiciones normales, las acciones laborales - ordinarias y contenciosas- constituyen medios de impugnación adecuados e idóneos para la protección de los derechos fundamentales que de ella se derivan. No obstante, también ha sostenido que, excepcionalmente, es posible que tales acciones pierdan toda eficacia jurídica para la consecución de los fines que buscan proteger, concretamente, cuando una evaluación de las circunstancias fácticas del caso o de la situación personal de quien solicita el amparo constitucional así lo determina. En estos eventos, la controversia planteada puede desbordar el marco meramente legal y pasar a convertirse en un problema de índole constitucional, “por lo que el juez de tutela estaría obligado a conocer de fondo la solicitud y a tomar las medidas necesarias para la protección del derecho vulnerado o amenazado.”
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